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CARTA DE ENTENDIMIENTO ENTRE 
LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS 

REFUGIADOS (ACNUR) Y LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA (PGR). 

Nosotras, ELISA CARLACCINI, mayor de edad, Número de Identificación Tributaria nueve 
cuatro cinco cero - dos cuatro cero dos siete seis - cero cero uno - ocho, actuando en mi 
calidad de Jefa de Oficina Nacional del ACNUR, organismo subsidiario de las Naciones 
Unidas en El Salvador en el marco de aplicación del acuerdo firmado entre el Gobierno de El 
Salvador y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo publicado en el Diario 
Oficial número ochenta y nueve, tomo doscientos cuarenta y siete, de fecha dieciséis de 
mayo del año de mil novecientos setenta y cinco; y MIRIAM GERARDINE ALDANA 
REVELO, mayor de edad, Abogada, del domicilio de Apopa, Departamento de San Salvador, 
con número de Documento Único de Identidad número cero cero dos dos ocho seis uno siete 
guión tres, actuando en mi calidad de Procuradora General de la República, según Decreto 
Legislativo Número TRESCIENTOS TRES publicado en el Diario Oficial número OCHENTA Y 
UNO, Tomo CUATROCIENTOS VEINTITRÉS de fecha seis de mayo del año dos mil 
diecinueve, por medio del cual fui electa en el cargo de Procuradora General de la República, 
para el período de tres años, contados a partir del dos de mayo del año dos mil diecinueve. 
Que, con la voluntad de apoyo mutuo, que anima a la oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados en adelante ACNUR y a la Procuraduría General de la 
República en adelante PGR, y vista la conveniencia de disponer de un marco general que 
regule sus relaciones de estrecha cooperación y teniendo en cuenta los siguientes 
considerandos: 

CONSIDERANDO 

l. Que la República de El Salvador ha firmado y ratificado la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados del año 1951, el Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados del año 1967 y la Convención sobre los Derechos del Niño del año 1989; 
así como, la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas del año 1954, que 
actualmente se encuentra estudiando la adopción de la Convención para Reducir los 
Casos de Apátrida del año de 1961. 

11. Que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, fue 
establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 319 (IV) 
del día 3 de diciembre del año 1949. · 

111. Que el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
resolución 428 M del día 14 de diciembre del año 1950, dispone, entre otras cosas, 
que el Alto Comisionado, actuando bajo la autoridad de la Asamblea General, asumirá 
la función de proporcionar protección internacional, bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas, a las personas refugiadas que reúnan las condiciones previstas en el Estatuto, 
y de buscar soluciones permanentes al problema de los refugiados, ayudando a los 
Gobiernos y, con sujeción a la aprobación de los Gobiernos interesados, a las 

1 



organizaciones privadas, a facilitar la repatriación voluntaria de tales refugiados o su 
asimilación en nuevas comunidades nacionales. · 

IV. Que las resoluciones 48/116 del día 24 de marzo del año 1994 y 53/125 del día 12 de 
febrero del año 1999 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, reconocen y 
apoyan la función del ACNU R de proporcionar asistencia humanitaria y protección a las 
personas desplazadas internamente, por lo que posee considerable experiencia, 
práctica en la protección, asistencia y consecución de soluciones duraderas para 
personas refugiadas y desplazadas internamente, tomando en consideración los 
aspectos comunes, las complementariedades y las sinergias entre situaciones de 
desplazamiento interno y situaciones de refugio. 

V. Que la Oficina Nacional del ACNUR en El Salvador, brinda asistencia técnica al 
Gobierno, instituciones y organismos del Estado, particularmente en el ámbito del 
derecho internacional de las personas refugiadas; así como, colaborando en el diseño 
y la ejecución de programas relacionados con la protección de personas refugiadas, 
solicitantes de la condición de refugiado y otras personas desplazadas por la violencia 
de acuerdo con los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos del año 1998. 

VI. Que, en cumplimiento a su mandato, el ACNUR promueve la celebración de acuerdos y 
convenios con gobiernos e instituciones públicas, organizaciones intergubernamentales 
y de la sociedad civil para brindar protección a las personas refugiadas, repatriadas, 
apátridas y otras personas de interés del ACNUR, como es el caso de las personas 
desplazadas en el interior de un país. 

VII. Que, en un contexto tradicionalmente migratorio, con personas que se movilizan a fin 
de mejorar su condición socioeconómica o reunirse con familiares que residen en otros 
países, se observa un incremento de personas, incluyendo niñas, niños y adolescentes 
que también se ven obligadas a desplazarse a causa de una situación prevalente de 
violencia o inseguridad, generada por agentes de persecución no estatales y actores 
armados frente a la cual los Estados tienen la obligación de brindar una protección 
efectiva, y que dicha situación ha creado un incremento en el número de personas 
sobrevivientes. de la violencia y la necesidad de establecer mecanismos de 
identificación y referencia; así como, de desarrollar iniciativas específicas para la 
atención y protección de las personas afectadas por la violencia en el país. 

VIII. Que en el marco de la Declaración de Brasil "Un Marco de Cooperación y Solidaridad 
Regional para Fortalecer Ja Protección Internacional de las Personas Refugiadas, 
Desplazadas y Apátridas en América Latina y el Caribe" y su Plan de Acción del año 
2014, del cual El Salvador es parte, se prevé en su capítulo cuarto "Fortalecer /os 
mecanismos nacionales de protección y asistencia a /as poblaciones en situación de 
vulnerabilidad". 

IX. Que en la Declaración de San José "Llamado a la Acción: Necesidades de Protección 
en el Triángulo Norte de Centroamérica", varios países, entre ellos El Salvador, 
acordaron "Diseñar, desarrollar e implementar marcos legales y políticas públicas para 
brindar mecanismos de protección para personas desplazadas internas; así como, 
desarrollar mecanismos para facilitar la recepción y la reintegración de personas 
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retomadas con necesidades de protección, utilizando un enfoque de edad, género, 
diversidad e interculturalidad, de conformidad con el derecho internacional y regional 
de derechos humanos aplicable". · 

X. Que entre los ejes de acción del precitado programa están: el diseño y la puesta en 
práctica de protocolos de registros de personas sobrevivientes y personas desplazadas 
forzosamente; la coordinación con las instituciones de derechos humanos y con las 
instancias estatales competentes de la atención de niñas, niños y adolescentes 
deportados y reunificados con sus familias; el desarrollo y ejecución de programas de 
atención a las personas afectadas por la violencia de grupos armados; la capacitación 
Y la aportación de mayores recursos humanos y financieros a las instituciones 
nacionales de protección a la mujer y la infancia; que reconoce la importancia de 
promover esquemas de cooperación Sur-Sur y triangular para la implementación de 
este programa con base en las buenas prácticas y las experiencias de otros países de 
la región. 

XI. Que el Estado de El Salvador adhirió, junto a otros seis países de la región (México, 
Belice, Guatemala, Honduras, Costa Rica y Panamá), al Marco Integral Regional para 
la Protección y Soluciones (MIRPS) del año 2017, como iniciativa pionera en la 
aplicación del Marco de Respuesta Integral para los Refugiados, con el objetivo de 
desarrollar planes operativos, diseñados de forma nacional, para asegurar la 
implementación de las intervenciones prioritarias. 

XII. Que de conformidad al artículo 194 romano 11, de la Constitución de la República, le 
corresponde a la Procuraduría General de la República velar por la defensa de la 
familia, mujer, niñez y adolescencia y demás personas, representándolas legal y 
judicialmente en la defensa de su libertad individual y de sus derechos laborales. 

XIII. Que el artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, 
establece que la PGR forma parte del Ministerio Público, que es de carácter 
permanente e independiente, con personalidad jurídica y autonomía administrativa, con 
domicilio en la ciudad de San Salvador y para efectos de la prestación de los servicios 
cuenta con Procuradurías Auxiliares. 

XIV. Que la PGR para dar cumplimiento a su mandato Constitucional y Legal, orienta sus 
servicios públicos de carácter legal, psicosocial y resolución alterna de conflictos, con 
base en los más altos estándares de atención a la población, promoviendo una cultura 
de paz y convivencia ciudadana; fortaleciendo el Estado de Derecho, el respeto a los 
Derechos Humanos y el debido proceso, en el marco de la transparencia y la ética 
institucional. 

XV. Que los Artículos 223 Ord. 3° y 224 del Código de Familia, 219 y 220 de la Ley de 
Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, establecen que la PGR brindará la 
representación legal y judicial a las niñas, niños y adolescentes en la defensa de sus 
derechos humanos, facilitándoles el acceso a la justicia a través de los servicios 
legales, psicosociales y lúdicos que brinda la Unidad de Niñez y Adolescencia, quien 
atiende en forma prioritaria y especializada a esa población, y específicamente a los 
que se encuentran en situación de vulnerabilidad y con necesidades de protección, 
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como la niñez y adolescencia migrante retornada, no acompañada o separada, con el. 
objeto de garantizar el interés superior y su protección integral. 

XVI. Que de acuerdo a las atribuciones conferidas a la Procuradora General de la 
República, establecidas en el artículo 12, número 8 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República, crea en el presente año, la Unidad de 
Desplazamiento Forzado Interno en consonancia con la sentencia de la Sala de lo 
Constitucional 411-2017, de fecha trece de Julio del dos mil dieciocho; en la que 
resuelve obligar al Estado Salvadoreño a reconocer el Desplazamiento forzado interno; 
situación que originó la creación y aprobación de la Ley Especial para la Atención y 
Protección Integral de Personas en Condición de Desplazamiento Forzado Interno. 

La Unidad supra citada tiene como finalidad, garantizar y proteger los derechos 
humanos de las personas en condición de desplazamiento forzado interno y aquellas 
que se encuentren en riesgo de serlo, mediante el establecimiento de procedimientos· 
preventivos y de un sistema de atención eficiente con enfoque humanitario que incluya 
soluciones duraderas; además, la Unidad atiende personas solicitantes de la condición 
de refugiado y personas refugiadas, lo mismo que personas retornadas con 
necesidades de protección, brindando atención humanitaria y coordinando las 
derivaciones a las diferentes Unidades de Atención a la persona usuaria de la PGR, 
según sean sus necesidades. En todos los casos en que incluya a niñas, niños y 
adolescentes, se implementan las "Directrices para evaluar y determinar el interés 
superior de la niñez" del año 2018 del ACNUR 

XVII. Que, dentro de las acciones priorizadas por el ACNUR, se encuentra para el año 2020, 
el fortalecimiento tanto de la Unidad de Niñez y Adolescencia como de la Unidad de 
Desplazamiento Forzado Interno de la Procuraduría General de la República. 

XVIII. Que las Partes expresan su voluntad de colaborar para el fortalecimiento del sistema 
de protección de la niñez y adolescencia, a través de la inclusión de niñas, niños, 
adolescentes y sus familias en situaciones de desplazamiento forzado interno por 
violencia, en programas estatales que respondan a sus necesidades específicas de 
protección, en particular a través de mecanismos de protección. 

XIX. Que las Partes desean trabajar conjuntamente en la prevención y respuesta a la 
violencia contra niñas, niños y adolescentes por parte de actores armados. 

POR TANTO: las partes acuerdan firmar la presente Carta de Entendimiento con el fin de 
impulsar y llevar a cabo acciones coordinadas y eficaces de mutuo interés en las áreas de 
coincidencia de ambos organismos, que se regirá por las siguientes cláusulas: 

1. OBJETIVO 

Las Partes coordinarán y cooperarán, en el marco de sus competencias, en el desarrolló de 
investigaciones, proyectos, capacitaciones y acciones conjuntas en temas relacionados en. 
fortalecer la capacidad y procedimientos de la PGR en la protección y referencia de niñas, 
niños y adolescentes con necesidades de protección (refugiadas/os, desplazadas/os 
internamente y deportadas/os con necesidades de protección), y ejerciendo la representación 
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. legal en casos de niñas, niños y adolescentes no acompañados y separados. 

Para ello, se establecerán sistemas de consulta y comunicación, y se propiciará la 
coincidencia de los planes de trabajo de ambas instituciones. 

· 2. ÁMBITO DE COOPERACIÓN 

De conformidad con el objetivo señalado en la cláusula anterior, las Partes acuerdan 
promover y desarrollar actividades y proyectos en los siguientes ámbitos de cooperación: 

a) Fortalecimiento de marcos legales e institucionales para la protección de personas 
desplazadas internamente, refugiadas, solicitantes de la condición de refugio, 
apátridas y deportadas con necesidades de protección, en el marco de 
movimientos migratorios mixtos. 

b) Articulación con otras instancias del Estado y de la sociedad civil, a nivel nacional e 
internacional, para brindar protección efectiva y soluciones a personas refugiadas, 
solicitantes de la condlCión de refugio, apátridas, deportadas con necesidades de_ 
protección y desplazadas internamente. 

c) Difusión de los principios rectores de los desplazamientos internos, la promoción 
de marcos jurídicos y políticas de prevención del desplazamiento forzado y la 
protección de población desplazada en El Salvador. 

d) Organización de talleres, seminarios y otras actividades de fortalecimiento 
institucional en lo relacionado con personas refugiadas, solicitantes de la condición 
de refugio, apátridas, deportadas con necesidades de protección y desplazadas 
internamente. 

e) Promoción de mecanismos de solidaridad con las personas refugiadas, apátridas, 
deportadas con necesidades de protección, y desplazadas internamente, con el fin 
de impulsar el respeto a sus derechos humanos y combatir toda forma de 
discriminación, abuso o explotación. 

f) Desarrollo de herramientas para la identificación, manejo y atención de casos de 
personas refugiadas, apátridas, deportadas con necesidades de protección, y 
desplazadas internamente que incluyan rutas de atención y los procesos de 
análisis y la determinación del interés superior de la niña, niño y adolescente en 
situación y/o condición de vulnerabilidad y/o con necesidades de protección. 

g) Fortalecimiento de iniciativas institucionales de incidencia estratégica dentro de la 
región centroamericana, para la protección de personas refugiadas, apátridas, 
deportadas con necesidades de protección, desplazadas internas y la protección 
de sus derechos. 

h) Desarrollar y/o fortalecer el sistema de registro pára la identificación y 
documentación de casos de niñas, niños y adolescentes con necesidades de 
protección de la PGR. 
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i) Fortalecer a la Unidad de Niñez y Adolescencia y a la Unidad de Desplazamiento 
Forzado, que atienden a poblaciones con Necesidades de Protección, a través de 
capacitaciones, generación de herramientas, gestión de casos, intercambios de 
experiencias, monitoreos conjuntos, mejora de infraestructura y equipamiento. 

j) Otras que se establezcan a través de un plan de trabajo específico, a desarrollarse 
posteriormente. 

3. COMPROMISOS DE LAS PARTES 

Para el cumplimiento del objetivo de la presente Carta de Entendimiento, las Partes se 
comprometen a: 

a) Poner a disposición sus recursos humanos y materiales, de acuerdo con su capacidad 
y de conformidad con su respectivo ámbito de competencia o mandato, a fin de 
desarrollar las acciones de cooperación a que se refiere la Cláusula Segunda del 
presente documento. 

b) Identificar a una persona por cada institución como punto focal para garantizar la 
coordinación de las actividades dentro del plan de trabajo, quienes deberán ser 
notificados por escrito sobre esta función. 

c) Con base en un diagnóstico de las necesidades de fortalecimiento institucional 
identificadas, establecer un plan de trabajo que defina los mecanismos mediante los 
cuales desarrollarán las acciones de cooperación que se deriven de la presente Carta 
de Entendimiento. 

Las Partes convienen formalmente que no adquirirán por ningún motivo obligaciones o 
compromisos, salvo los expresamente pactados en este instrumento. 

4. RECURSOS 

Los compromisos que asumen las Partes a través de la presente Carta de Entendimiento no 
incluirán el suministro de aportes económicos sino en especie. Las Partes, en el ámbito de 
sus posibilidades y competencias, podrán coordinar y armonizar los respectivos recursos 
humanos y materiales necesarios para la organización de los proyectos y las actividades que 
resuelvan promover de manera conjunta. 

5. PROCESAMIENTO Y PROTECCIÓN DE LOS DATOS DE LAS PERSONAS DE 
INTERES 

Las Partes cumplirán con todos los principios de protección de datos aplicables en el caso de 
que, con motivo de la presente Carta, traten datos personales adoptando todas las medidas 
organizativas y técnicas necesarias para proteger los datos personales relativos a los casos 
identificados y asegurar que son procesados por personas autorizadas, cuyo uso y acceso 
sea necesario para la consecución de los propósitos de la presente Carta de Entendimiento .. 
Las obligaciones derivadas de esta cláusula no se extinguirán con la terminación de la 
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"presente Carta. 

6. CONFIDENCIALIDAD 

Las Partes se comprometen a mantener la confidencialidad de los documentos, información y 
otros datos recibidos y/o proporcionados por la otra Parte con motivo de la presente Carta; 
así como, a utilizar dicha información única y exclusivamente para el propósito o fin para el 
cual les fue proporcionada. 

Ninguna información confidencial o de carácter personal podrá ser revelada a un tercero sin 
la autorización previa por escrito de la Parte que la proporcionó. Las Partes cumplirán con 
todos los principios de protección de datos aplicables en el caso de que, con motivo de la 
presente Carta, traten datos personales. 

7. RESPONSABILIDAD Y GASTOS 

El personal contratado, empleado o comisionado por cada una de las Partes para el 
cumplimiento de esta Carta de Entendimiento guardará relación laboral únicamente con 
aquella que lo contrató, empleó o comisionó, por lo que en ningún caso la otra Parte podrá 
ser considerada como empleador substituto o solidario. 

1. Cada Parte correrá con los gastos en que incurra con motivo de la implementación 
de la presente Carta. 

2. El personal designado por cada una de las Partes para la realización de las 
actividades derivadas de la presente Carta, permanecerá bajo la dirección y 
dependencia de la Parte que lo contrató, por lo que no se crearán relaciones de 
carácter laboral con la otra Parte, a la que en ningún caso se considerará como 
patrón sustituto o solidario. 

3 .. Cada. Parte será totalmente responsable de sus acciones, lo que incluye la 
responsabilidad por las acciones y omisiones de su personal respectivo, 
consultores, contratistas y otro personal. 

8. PUBLICIDAD Y USO DE LA IMAGEN INSTITUCIONAL 

Si se considera oportuno, las Partes acordarán dar visibilidad a sus actividades e identificar y 
reconocer la contribución de cada una al objeto de la presente Carta en sus informes, 
declaraciones, anuncios y otros materiales relacionados con la misma. Ninguna de las Partes 
utilizará el logotipo, emblema o imagen institucional de la otra Parte, si antes no está . 
autorizado o expresamente convenido entre las Partes. 

9. ARREGLO DE CONTROVERSIAS 

Toda diferencia o controversia que pudiera surgir entre las Partes sobre la interpretación o 
aplicación de las disposiciones contenidas en esta Carta de Entendimiento se resolverá de 
manera amistosa, ya sea por la negociación o por cualquier otro medio no judicial, incluyendo 
el arbitraje, acordado por las Partes. 
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10.PRERROGATIVAS E INMUNIDADES 

Nada de lo estipulado en la presente Carta de Entendimiento o relativo a la misma podrá ser 
interpretado en el sentido de constituir una renuncia, ni expresa ni implícita, a ninguna de las 
prerrogativas e inmunidades de las Naciones Unidas o del ACNUR. · 

11. VIGENCIA, CANCELACIÓN Y ENMIENDA 

1. Esta Carta de Entendimiento entrará en vigencia en la fecha de su firma y tendrá 
una vigencia de dos años. 

2. La Carta podrá ser renovada y modificada por las Partes por escrito. 

3. Cualquiera de las Partes podrá denunciarla unilateralmente sin expresión de 
causa, mediante aviso escrito al menos con 60 días de antelación a la fecha en 
que desee darla por terminada. En caso de terminación anticipada, las Partes 
asegurarán la conclusión ordenada de las actividades que estén en curso de 
desarrollo. 

En fe de lo cual el Alto Comisionado de las Naciones Unidas ACNUR y la Procuraduría 
General de la República PGR, suscriben esta Carta de Entendimiento en dos ejemplares 
originales en la ciudad de San Salvador, a los veintiséis días del mes de agosto del año dos 
mil veinte. 

Firma: 
Elisa Carl/'>dr.W 
Jefa de \Ofiiei1í< 
Salvador 
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